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Mi primer acercamiento a 
la obra del historiador, ar-

chivero y bibliotecario Lic. Luis 
Oporto Ordóñez, la obtuve el 
2004 en Madrid en una de mis 
visitas al domicilio de la reco-
nocida archivera e historiado-
ra Dra. Vicenta Cortés Alonso, 
quien ese día recibía desde Boli-
via algunos ejemplares del libro 
Gunnar Mendoza y la construcción 
de la archivística boliviana (1914-
1994) (La Paz: La Pesada Edicio-
nes, 2004, 149 pp.), uno de los 
cuales gentilmente me fue obse-
quiado, y que conservo junto a 
otros títulos del investigador y 
colega Luis Oporto, a través de 
los que he podido acercarme a la 
archivística boliviana. 

Hoy ha llegado a mis manos 
su última publicación titulada 
Acceso a la Información Pública, 
Archivos y Bibliotecas en la Cons-
titución Política del Estado. Obra 
que en sus apretadas 119 pági-
nas nos introduce en el análisis 
de un tema tan importante para 
la construcción y desarrollo de 
toda democracia como es el de-
recho de acceso a la información 
pública, derecho fundamental 
en toda sociedad que impulsa 
el desarrollo de una cultura de 
transparencia en el ejercicio de 
la función pública. Ello sin ol-
vidar que el derecho de acceso 
a la información es un derecho 
universal contenido en el Art. 
19º de la Declaración Univer-
sal de los Derechos Humanos, 

aprobada el 10 de diciembre de 
1948 y Bolivia es uno de los Es-
tados que la suscribieron.   

Luis Oporto aborda por vez 
primera cuáles son los alcances 
de la Carta Magna boliviana en 
cuanto al acceso a la informa-
ción pública se refiere, así como 
las responsabilidades que de 
ella se desprenden para los fun-
cionarios públicos, destacándo-
se la expresa participación que 
les compete a quienes laboran 
en los archivos (Gestión, Cen-
trales, Intermedios e Históri-
cos), bibliotecas y centros de 
documentación del Estado. Las 
instituciones privadas que brin-
dan servicios públicos, estarían 
comprendidas por lo dispuesto 
en la Constitución, debiendo en 
consecuencia facilitar el acceso 

a la información que requieran 
los ciudadanos.  

Es imposible hablar de acceso a 
la información pública sin hacer 
referencia a los documentos ar-
chivísticos y por lo tanto a los Ar-
chivos que son los responsables 
de organizarlos, conservarlos y 
servirlos; por ello, Oporto resalta 
la estrecha relación existente en-
tre la Constitución y los archivos 
y bibliotecas, partiendo del hecho 
que “el éxito del nuevo Estado 
Plurinacional se basa en un eje 
transversal: la información pú-
blica”. Facilitar a los ciudadanos 
la información pública permite 
transparentar ante la sociedad 
el quehacer de sus instituciones, 
cómo se ejecuta el gasto presu-
puestal y qué decisiones toman 
los funcionarios en el ejercicio de 
sus competencias. Esto sólo será 
posible en tanto se conserven 
adecuadamente los documentos 
archivísticos producidos como 
sustento de dichas actividades, 
aquellos se constituyen en los 
instrumentos del derecho de ac-
ceso a la información, de ahí que 
la responsabilidad funcional de 
los servidores públicos, conteni-
da en anterior ley expresa (Ley 
2027 Ley del estatuto del Funcio-
nario Público), ahora adquiere 
rango constitucional y establece 
como obligación de todos los 
funcionarios públicos “Inventa-
riar y custodiar en oficinas públi-
cas los documentos propios de la 
función pública, sin que puedan 
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sustraerlos ni destruirlos” (Art. 
237º de la C.P.E.), favorecerá sin 
duda alguna al desarrollo de los 
archivos y bibliotecas bolivianos 
como bien apunta su autor: “…
la infoestructura (infraestructu-
ra + información) es una unidad 
indivisible, por lo que no puede 
existir real acceso y uso de la in-
formación, si no existe un desa-
rrollo sostenido de los archivos 
y las bibliotecas”.    

La obra se desarrolla a lo largo 
de dos grandes apartados, el 
primero de ellos, El proceso de 
construcción del Estado Plurina-
cional, a través de sus tres capí-
tulos nos permite conocer los 
antecedentes y sucesos previos 
que llevaron al proceso mismo 
de elaboración del texto consti-
tucional. Estamos ante un tra-
bajo pionero que se establece 
como la primera aproximación 
a la historia de la actual Consti-
tución del Estado Plurinacional 
Boliviano. En su primer capítu-
lo, sobre la Asamblea Constitu-
yente, quiero resaltar el tema 
que el autor desarrolla sobre los 
mitos en torno a la elaboración 
de la Constitución boliviana, y 
que fueron de alguna manera 

propalados por los medios te-
levisivos a nivel internacional, 
donde se la presentaba como 
un texto “impuesto” por unos 
pocos y cuyo proyecto aproba-
do “no había sido difundido” lo 
suficiente para el conocimiento 
y debate por parte de los diver-
sos agentes sociales, como paso 
previo a su aprobación vía con-
sulta. Luis Oporto, como buen 
investigador, sabe que las fuen-
tes documentales son las que 
nos permiten fundamentar las 
afirmaciones, por ello para rom-
per el primer mito y acudiendo 
a la rigurosidad de las fuentes 
refiere que la participación de 
los diversos sectores de la pobla-
ción fue tan amplia que superó 
las expectativas, el sustento a 
su afirmación esta contenido en 
un total de 352 cajas de archivo, 
conformadas -cada una- por un 
promedio de mil hojas, de las 
cuales 61 cajas proceden de Or-
ganismos del Estado, 258 cajas 
de organizaciones diversas de 
la Sociedad Civil y 33 cajas de 
diversas representaciones po-
líticas. Oporto nos dice que el 
segundo mito cae al ver las ele-
vadas cifras de distribución del 
texto una vez aprobado el pro-

yecto en detalle y revisión que 
alcanzaría la cifra de 2.400.000 
ejemplares, lo cual sería la edi-
ción impresa con mayor tiraje en 
la historia de Bolivia. 

En el capítulo segundo precisa so-
bre la Documentación generada 
y su destino final, la cual resulta 
realmente copiosa y que está con-
tenida en diversos soportes, pre-
dominando el papel, como es na-
tural. Esta documentación cuenta 
con tres grandes agrupaciones: 

1. Documentos del proceso 
constituyente. 

2. Documentos propios de la 
Administración de la Asamblea. 

3. Documentos especiales en 
formato electrónico; 

el  detalle de las series docu-
mentales aparece en cada uno 
de los cuadros que se acompa-
ñan en este capítulo. Nos pre-
cisa, al mismo tiempo, que por 
las particularidades en que se 
gesta la Constitución boliviana, 
descritas en el primer capítulo, 
estos documentos se encuentran 
distribuidos entre dos instancias 

Artículo 30. 

II. En el marco de la unidad del Estado y de acuerdo con esta Constitución 
las naciones y pueblos indígena originario campesinos gozan de los siguientes 
derechos:

9. A que sus saberes y conocimientos tradicionales, su medicina tradicional, 
sus idiomas, sus rituales y sus símbolos y vestimentas sean valorados, respe-
tados y promocionados.
11. A la propiedad intelectual colectiva de sus saberes, ciencias y conocimien-
tos, así como a su valoración, uso, promoción y desarrollo.

Artículo 99.

I. El patrimonio cultural del pueblo boliviano es inalienable, inembargable e 
imprescriptible. Los recursos económicos que generen se regularán por la ley, 
para atender prioritariamente a su conservación, preservación y promoción.



��

del Estado que son el Archivo 
Nacional de Bolivia (grupo 1) 
y el Archivo Histórico del Con-
greso Nacional de Bolivia (gru-
po 2 y 3). Quedando aún por ser 
transferidos un grupo de docu-
mentos finales procedentes de 
las comisiones de constitución. 

El capítulo tercero desarrolla 
de forma sucinta pero detallada 
las Implicancias de la constitución 
política del Estado en el trabajo de 
las bibliotecas y archivos de Boli-
via, partiendo de la articulación 
entre los principios y valores 
existentes en la relación Esta-
do-sociedad civil y los derechos 
fundamentales de los ciuda-
danos, donde el acceso libre a 
la información y el derecho de 
petición se constituyen en eje 
central del nuevo Estado Pluri-
nacional, sin dejar de considerar 
las restricciones establecidas por 
la propia Constitución al acceso, 
se enuncian los elementos bási-
cos del régimen de reserva que 
deben mantener los funciona-
rios públicos durante y después 
de haber cesado en la función, y 
la salvaguarda del derecho a la 
intimidad de las personas. De 
estos preceptos se desprenden 

las responsabilidades de los 
funcionarios que trabajan en los 
archivos y bibliotecas del Esta-
do, los cuales ahora son pasibles 
de sanción en caso de impedir 
el acceso a la información (sal-
vo las restricciones establecidas 
en la propia Constitución) o por 
la demora en los plazos de las 
tramitaciones realizadas por los 
ciudadanos a la Acción de Cum-
plimiento, que está dirigida a 
asegurar y garantizar los dere-
chos ciudadanos contenidos en 
las normas constitucionales y su 
debido cumplimiento por parte 
de todos los funcionarios públi-
cos, acción que resulta innova-
dora desde el aspecto jurídico a 
todas luces. 

En la segunda parte de la obra se 
hace un Análisis de los artículos de 
la constitución política del Estado 
relacionados con el trabajo en biblio-
tecas y archivos, el cual se inicia 
con el Art. 5º, donde se precisa 
cual es el nuevo Modelo de Es-
tado en Bolivia, desde allí su au-
tor nos lleva paso a paso por un 
recorrido detallado y razonado 
sobre cada artículo de la nueva 
Constitución, y sus implicancias 
directas e indirectas en el trabajo 

que deberán desarrollar quienes 
laboran en los archivos y biblio-
tecas de Bolivia. 

La autoridad de Luis Oporto 
Ordóñez en el desarrollo de es-
tos temas queda evidenciada 
por su rigurosa formación y la 
experiencia adquirida en el ejer-
cicio de la función pública, por 
lo tanto Acceso a la Información 
Pública, Archivos y Bibliotecas en 
la Constitución Política del Estado 
resulta una obra de mucho in-
terés, tanto para el estudio com-
parativo como para adentrarnos 
en la génesis de la Constitución 
recientemente promulgada en 
Bolivia. No cabe duda que será 
una obra de referencia y consulta 
obligada para quienes desde los 
archivos y bibliotecas de Bolivia 
ejercen la función pública, y para 
quienes aspiran en incorporarse 
al servicio del nuevo Estado Plu-
rinacional en construcción.  

lima, 26 de junio del 2009

José Luis Abanto Arrelucea
Master en Archivística
Consultor en Sistemas de Archivo 
y Gestión de Documentos

Artículo 100.

I. Es patrimonio de las naciones y pueblos indígena originario campesinos las cosmovi-
siones, los mitos, la historia oral, las danzas, las prácticas culturales, los conocimientos 
y las tecnologías tradicionales. Este patrimonio forma parte de la expresión e identidad 
del Estado.

Artículo 108.(91) Son deberes de las bolivianas y los bolivianos:

14. Resguardar, defender y proteger el patrimonio natural, económico y cultural de 
Bolivia. 

Artículo 304.

I. Las autonomías indígena originario campesinas podrán ejercer las siguientes compe-
tencias exclusivas:
10. Patrimonio cultural, tangible e intangible. Resguardo, fomento y promoción de sus 
culturas, arte, identidad, centros arqueológicos, lugares religiosos, culturales y museos.


